






   

 

Emplazada la demandada se allanó a la pretensión principal 
solicitando se dictare Resolución estimando la misma y las 
pretensiones de la parte actora en cuanto a este extremo. 

 
Es por lo expuesto, que de conformidad con lo establecido 

en los artículos 19.1 y 21.1, de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil, estando la demandada facultada para disponer del objeto 
del juicio, no siendo el allanamiento contrario a la Ley, ni 
suponiendo una renuncia al interés general, ni un perjuicio 
para tercero, procede, sin necesidad de mayores 
pronunciamientos, estimar íntegramente la demanda respecto al 
mismo. 
 

TERCERO.- Sobre la imposición de costas. 
 
En materia de costas, el artículo 395.1 de la Ley de 

Enjuiciamiento Civil dispone que  Si el demandado se allanare a 
la demanda antes de contestarla, no procederá la imposición de 
costas salvo que el tribunal, razonándolo debidamente, aprecie 
mala fe en el demandado. Se entenderá que, en todo caso, existe 
mala fe, si antes de presentada la demanda se hubiese formulado 
al demandado requerimiento fehaciente y justificado de pago, o 
si se hubiera iniciado procedimiento de mediación o dirigido 

 
 
Así, efectivamente mediante correo electrónico fechado el 

21 de marzo de 2022 (documento nº 2 del escrito rector) el 
Letrado de la demandante, tras alegar el carácter usurario del 
interés remuneratorio compelió a la entidad demandada a 
proceder conforme lo dispuesto en el artículo 3 LRU. 

 
Frente a ello no ha lugar a estimar las alegaciones 

realizadas al respecto por la demandada relativas al proceder 
del Letrado de la actora- toda vez que con independencia de tal 
extremo, no cabe duda de que una contestación en la que 
el Banco se limita a indicar que el Letrado que efectúa el 
requerimiento no acredita la representación de la demandante y 
le insta a que, en atención a las normas de secreto bancario, 
facilite la documentación que acredite esa facultad 
representativa, no puede justificar su conducta posterior, ni 
eximirle del pago de las costas, pues no puede ampararse en las 
normas de secreto bancario cuando ningún dato de esta clase se 
le solicitaba, sino únicamente que se aviniera a reconocer la 
nulidad del citado contrato (criterio sostenido, entre otras, 
por SSAP de Asturias de la Sección 5ª 16 de febrero y 2 de 
marzo de 2018 y 23 de enero de 2019 de la Sección 4ª). 

 
Siendo así que en el supuesto de autos en el requerimiento 

se identificaba con su nombre y apellidos a la demandante, 





   

 

de citar la Resolución apelada y los pronunciamientos que 
impugna. 

 
 
Así por esta mi Sentencia, definitivamente juzgando en 

primera instancia, lo pronuncio, mando y firmo. 
 
  
 
  
 
 
 
 
 

                                                                                                                                 




